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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 42
               Octubre 30 y 31 de 2013

 


La reparación a las víctimas en un contexto de justicia transicional, constituye un derecho fundamental. La política estatal en esta materia, debe tener en cuenta la sostenibilidad fiscal para garantizar su viabilidad y su proporcionalidad al número de víctimas y a la magnitud del daño sufrido por ellas 
	    V.  EXPEDIENTE D-9608 -   SENTENCIA  C-753/13  (Octubre 30)
          M.P. Mauricio González Cuervo




1.
Norma acusada

LEY 1448 DE 2011

(Junio 10)

Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones

ARTÍCULO 19. SOSTENIBILIDAD. Para efectos de cumplir con las medidas de ayuda humanitaria, atención, asistencia y reparación dispuestas en el presente marco, el Gobierno Nacional dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente Ley, creará un Plan Nacional de Financiación mediante un documento CONPES que propenda por la sostenibilidad de la ley, y tomará las medidas necesarias para garantizar de manera preferente la persecución efectiva de los bienes de los victimarios con el fin de fortalecer el Fondo de Reparaciones de que trata el artículo 54 de la Ley 975 de 2005. 

El desarrollo de las medidas a que se refiere la presente ley, deberá hacerse en tal forma que asegure la sostenibilidad fiscal con el fin de darles, en conjunto, continuidad y progresividad, a efectos de garantizar su viabilidad y efectivo cumplimiento.
DECRETO 4634 DE 2011

(Diciembre 9)

Por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y restitución de tierras a las víctimas pertenecientes al pueblo Rrom o Gitano 

ARTÍCULO 77. INDEMNIZACIÓN A VÍCTIMAS RROM O GITANAS INDIVIDUALES. Inclúyase dentro del Programa de Indemnización por Vía Administrativa de que trata el artículo 132 de la Ley 1448 de 2011 un capítulo especial sobre la indemnización especial y diferencial a víctimas individuales Rrom o Gitanas que precise el trámite, procedimiento, mecanismos, montos y demás lineamientos para otorgar la indemnización. Los criterios diferenciales para la determinación de dichas indemnizaciones serán: el grado de vulneración, la afectación diferencial, la equidad aplicable a la distribución del monto total asignado al universo de víctimas y el impacto producido por los daños producidos a la víctima.

La indemnización individual será distribuida bajo criterios de equidad entre el universo de víctimas Rrom o Gitanos, y establecerá el plazo en el que será distribuido en términos de los límites impuestos sobre el presupuesto nacional por razones de la estabilidad fiscal de corto y mediano plazo.
DECRETO 4635 DE 2011

(Diciembre 9)

Por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de restitución de tierras a las víctimas pertenecientes a comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras

ARTÍCULO 80. INDEMNIZACIÓN A LAS VÍCTIMAS INDIVIDUALES NEGRAS, AFROCOLOMBIANAS, PALENQUERAS Y RAIZALES. Las víctimas individuales pertenecientes a las comunidades tendrán derecho a ser indemnizadas por vía administrativa. Se reglamentará concertadamente el trámite, los procedimientos, mecanismos, montos y demás lineamientos para otorgar la indemnización.

Los criterios diferenciales para la determinación de dichas indemnizaciones serán el grado de vulneración, la afectación diferencial, la equidad aplicable a la distribución del monto total asignado al universo de víctimas y el impacto producido por los daños ocasionados a la víctima. Además, en concordancia con el criterio de la indemnización distributiva en equidad, se determinará de manera transparente y clara un monto total de indemnización que será distribuido bajo criterios de equidad entre el universo de las víctimas individuales negras, afrocolombianas, palenqueras y raizales, y el plazo en el que será distribuido.

PARÁGRAFO 1o. Para la estimación del monto total disponible se debe partir de la necesidad de alcanzar un monto que resulte coherente, adecuado, proporcional y razonable, tanto para las víctimas, como en términos de los límites impuestos sobre el presupuesto nacional por razones de la estabilidad fiscal de corto y mediano plazo.

PARÁGRAFO 2o. La indemnización por muerte o desaparición forzada se dará por una sola vez y no podrá ser concurrente.

Tendrán derecho a ella, prioritaria y concurrentemente, el cónyuge, compañero o compañera permanente y familiares en primer grado de consanguinidad o primero civil de la víctima directa.

2.
Decisión

Declarar EXEQUIBLES, por los cargos analizados, los artículos 19 de la Ley 1448 de 2011, 77 del Decreto 4634 de 2011 y 80 del Decreto 4635 de 2011.

3.
Síntesis de los fundamentos

La Corte debía examinar, si en los artículos 19 de la Ley 1448 de 2011, 77 del Decreto Ley 4634 de 2011 y 80 del Decreto Ley 4634 de 2011, se acudía al criterio orientador de la sostenibilidad fiscal, para limitar o negar el derecho a la reparación de las víctimas, lo cual se encuentra expresamente prohibido en el parágrafo del artículo 334 de la Constitución cuando dispone que bajo ninguna circunstancia, autoridad alguna de naturaleza administrativa, legislativa o judicial, podrá invocar la sostenibilidad fiscal para menoscabar los derechos fundamentales, restringir su alcance o negar su protección efectiva.
La Corporación reiteró los lineamientos establecidos en la jurisprudencia constitucional sobre el contenido y el alcance de la sostenibilidad fiscal, introducida mediante el artículo 334 de la Constitución mediante el Acto Legislativo 03 de 2011, entendido como instrumento orientador de las ramas del poder público para la realización de los fines del Estado social de derecho, que no constituye un derecho, ni un principio constitucional, ni representa en sí mismo, un fin esencial del Estado. Indicó, que la sostenibilidad fiscal se complementa con el elemento de progresividad en el acceso a bienes y servicios de la población en todo el territorio y para la promoción de la productividad, la competitividad y el desarrollo. Resaltó, que la introducción de nuevos instrumentos y criterios de racionalización del gasto, de ninguna manera desplazó el gasto público social que por expresa disposición constitucional se considera prioritario. De igual modo, señaló que lo anterior debe ser interpretado en armonía con los artículos 350 y 366 de la Constitución que se refieren respectivamente, al componente prioritario del gasto social en la ley de apropiaciones y determina el deber del Estado de garantizar las necesidades insatisfechas en materia de salud, educación, saneamiento ambiental y agua potable de la población. Por consiguiente, la sostenibilidad fiscal no puede sobreponerse ni aplazar la ejecución del gasto social. A la vez, la Constitución establece cláusulas que prohíben la limitación de derechos fundamentales, de manera que (i) el incidente de impacto fiscal que se prevé en el artículo 334 superior no puede afectar el núcleo esencial de los citados derechos; (ii) el criterio de sostenibilidad fiscal no podrá ser invocado para menoscabar los derechos fundamentales; (iv) ni para restringir su alcance; y (iv) ni para negar su protección efectiva.

De otra parte, el Tribunal observó que en contextos de justicia transicional, la reparación a las víctimas es un derecho complejo que tienen un sustrato fundamental reconocido por la Constitución, las normas internacionales de derechos humanos, los organismos internacionales y la jurisprudencia. Así, la reparación se cataloga como un derecho fundamental porque (a) busca restablecer la dignidad de las víctimas a quienes se les han vulnerado sus derechos constitucionales; (b) por tratarse de un derecho complejo que se interrelaciona con la verdad y la justicia, el cual se traduce en pretensiones concretas de restitución, indemnización, rehabilitación, medidas de satisfacción y no repetición. Al mismo tiempo, advirtió que los derechos a la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas, como todo derecho, no pueden considerarse absolutos, especialmente en escenarios de transición y en contextos de escasez de recursos para la reparación, en los que se hacen necesarias ciertas concesiones para lograr la reconciliación y la paz definitiva. No obstante, reiteró que en ningún caso dichas restricciones podrán afectar, restringir, negar o desnaturalizar los derechos de las víctimas, razones por las cuales, el ámbito de configuración legislativa en esta materia es limitado. 

Colombia ha optado por un sistema concurrente de reparación judicial y administrativa que debe ser coherente y tener la capacidad de satisfacer los derechos de las víctimas. Con tal objeto, los programas administrativos de reparaciones deben contar siempre con los recursos presupuestales suficientes para asegurar que todos los componentes de la reparación y en particular, la indemnización administrativa se distribuyan de manera razonable y proporcionada al número de víctimas y a la magnitud del daño sufrido por ellas, atendiendo a las metas que los planes de reparación determine en lo que se refiere a las violaciones masivas de derechos humanos que se propone reparar.

A juicio de la Corte, considerar que el derecho a la indemnización administrativa de las víctimas no puede ser restringido por razones presupuestales, supondría reconocer la existencia de un derecho a recibir montos ilimitados por parte del Estado en el marco de procesos administrativos, lo cual, además de ser inviable, iría en detrimento de los derechos de las víctimas, porque haría imposible repararlas a todas en condiciones de igualdad tal y como debería ser en este tipo de programas. Por ello, consideró que el sentido de las normas acusadas alude a la imperativa necesidad de que la política pública estatal de reparación a las víctimas sea viable y proporcional al número de víctimas y a la magnitud del daño sufrido por ellas, lo cual se ajusta a al parágrafo del artículo 334 y al artículo 366 de la Carta Política. 

4.
Aclaraciones de voto 

Los magistrados María Victoria Calle Correa y Luis Ernesto Vargas Silva se reservaron la presentación de eventuales aclaraciones de voto relativas a algunas de las consideraciones en que se fundamenta la declaración de exequibilidad frente a los cargos analizados, de los artículos 8º de la Ley 1448 de 2011, 77 del Decreto 4634 de 2011 y 80 del Decreto 4635 de 2011.
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